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Resumen 

Objetivo: este artículo analiza si el marco regulatorio actual sobre cláusulas 
ambientales en Colombia, en el contexto de la actividad contractual del Estado, 
es coherente con los postulados de Desarrollo Sostenible establecidos en el 
Objetivo 12 de la Agenda 2030, que promueve patrones de consumo y producción 
sostenibles. Método: a través de una metodología evaluativa, se examina el 
marco regulatorio colombiano en materia de compras públicas sostenibles con 
énfasis en su alineación con las metas del Objetivo 12, incluyendo el análisis 
de su contenido normativo y la aplicación práctica en la contratación estatal.  
Resultados: los hallazgos revelan que el marco regulatorio colombiano en gran 
medida está alineado con los postulados del Objetivo 12 y sus metas conexas, 
lo que en la práctica puede posicionar a las cláusulas ambientales como un 
instrumento eficaz para avanzar hacia el cumplimiento de dicho objetivo dentro 
del plazo establecido por la Agenda 2030. Conclusiones: la implementación de 
cláusulas contractuales ambientalmente responsables no debe limitarse al 
horizonte temporal de la Agenda 2030. Este proceso debe concebirse como una 
estrategia continua y evolutiva que impulse un Sistema de Compras Públicas 
que respete el medio ambiente, fomente patrones de consumo sostenible y 
garantice que las generaciones futuras puedan satisfacer sus necesidades. 
Las implicaciones prácticas incluyen el fortalecimiento de capacidades 
institucionales y operativas para el diseño e implementación efectiva de estas 
cláusulas, promoviendo un impacto significativo en la transición hacia modelos 
de desarrollo más sostenibles. 

Palabras clave: agenda 2030, contratación estatal, compras públicas 
sostenibles, desarrollo sostenible, medio ambiente.

1	 Este artículo se deriva de un proyecto de investigación desarrollado en el Grupo de Investigación Justicia, Ámbito 
Público y Derechos Humanos de la Universidad de La Sabana, Colombia.
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Abstract

Objective: this article analyzes whether Colombia’s current regulatory framework 
on environmental clauses in the context of State contractual activities aligns 
with the Sustainable Development principles outlined in Goal 12 of the 2030 
Agenda, which promotes sustainable consumption and production patterns. 
Method: through an evaluative methodology, the study examines the Colombian 
regulatory framework on environmentally sustainable public procurement, with 
a particular focus on its alignment with the goals of Goal 12, including a critical 
analysis of its normative content and practical application in public contracting. 
Results: the findings reveal that Colombia’s regulatory framework is largely 
aligned with the principles of Goal 12 and its related targets, positioning 
environmental clauses as an effective instrument to advance the achievement 
of this goal within the timeframe established by the 2030 Agenda. Conclusions: 
the implementation of environmentally responsible contractual clauses 
should not be confined to the temporal scope of the 2030 Agenda. Instead, 
this process must be envisioned as a continuous and evolving strategy that 
fosters a Public Procurement System respectful of the environment, promotes 
sustainable consumption patterns, and ensures that future generations can 
meet their needs. Practical implications include strengthening institutional and 
operational capacities for the effective design and implementation of these 
clauses, significantly contributing to the transition toward more sustainable 
development models.

Keywords: agenda 2030, environment, government procurement, sustainable 
public procurement, sustainable development.
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I.	 INTRODUCCIÓN

Hace más de ocho años inició la implementación de la Agenda 2030 con 17 Objetivos de Desarrollo 
Sostenible (ODS) y 169 metas conexas, las cuales pretenden ser cumplidas en una ventana de tiempo de 15 
años, de los cuales solo restan aproximadamente 7 más.  El ODS 12 busca asegurar prácticas sostenibles 
en el consumo y la producción, y dado que el Estado colombiano es uno de los mayores compradores y 
consumidores, recae sobre él una significativa responsabilidad para contribuir a su cumplimiento.

De acuerdo con Colombia Compra Eficiente (CCE) (2022) las compras públicas para el año 2022 alcanzaron 
un valor aproximadamente equivalente al 15% del PIB.  En ese marco, las Compras Públicas Sostenibles con 
el medio ambiente (CPSA) y el marco normativo que las regula en Colombia, pueden ser determinantes 
para alcanzar los postulados de la Agenda 2030 en relación con el consumo y producción sostenibles, 
especialmente, respetuosos del medio ambiente. 

Es por ello, que resulta imperioso analizar si el marco regulatorio actual, en Colombia sobre CPSA e 
inclusión de criterios ambientales es coherente con los postulados de Desarrollo Sostenible (DS) consagrados 
en el Objetivo 12 de la Agenda 2030, lo cual permitirá identificar si este tipo de compras públicas pueden ser 
un instrumento ideal para alcanzarlo satisfactoriamente en el 2030.

Para cumplir el objetivo general y dar respuesta al problema de investigación, consistente en analizar 
si el marco jurídico colombiano de las CPSA, puede ser determinante para alcanzar uno de los postulados 
de la Agenda 2030 en relación con el consumo y producción sostenibles, se plantean los siguientes 
objetivos: en primer lugar, definir en qué consisten las CPSA y la inclusión de criterios ambientales; en 
segundo lugar, identificar cuál es el marco regulatorio actual y su alcance sobre las CPSA y la incorporación 
de consideraciones ambientales en los procesos de contratación pública en Colombia; y, en tercer lugar, 
analizar la coherencia de dicho marco regulatorio con el ODS 12 y sus respectivas metas. 
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El desarrollo y evaluación de resultados se hizo bajo una metodología evaluativa, en la cual se analizó 
si la regulación sobre CPSA es coherente con los postulados del ODS número 12. 

La presente investigación se ha dividido metodológicamente en las siguientes secciones: las primeras 
están enfocadas concretamente al desarrollo de los objetivos específicos planteados inicialmente y, 
finalmente, se exponen las ideas consideraciones finales.

II.	 MÉTODO 

Para responder a la pregunta sobre la coherencia del marco normativo colombiano con los postulados 
del Objetivo 12 de la Agenda 2030, se adoptó una metodología evaluativa que permitió examinar las 
disposiciones legales y reglamentarias en materia de compras públicas sostenibles. El análisis se centró 
en identificar cómo estas normas integran criterios ambientales y promueven patrones de consumo y 
producción responsables en la contratación pública. 

Esta metodología incluyó un estudio detallado de la legislación vigente, acompañado de un enfoque 
crítico que buscó evaluar su potencial para convertirse en un vehículo eficaz para alcanzar los ODS y 
posicionar a Colombia como un referente en la implementación de políticas de sostenibilidad a través de 
la contratación pública.

El análisis comparativo de los datos recopilados permitió evaluar la coherencia de la regulación 
colombiana con los postulados del Objetivo 12. Se identificaron buenas prácticas y áreas de mejora, tomando 
en cuenta tanto el contexto nacional como las experiencias internacionales relevantes que pudieran ser 
aplicables.

La interpretación de los resultados del análisis comparativo reveló en qué medida la legislación 
colombiana en CPSA se alinea con el Objetivo 12 y sus metas conexas. Aspectos como la promoción de 
productos sostenibles, la eficiencia en el uso de recursos y la reducción de impactos ambientales negativos 
fueron considerados para evaluar la efectividad de la normativa.

III.	 RESULTADOS

La presente investigación analizó el marco teórico general del concepto y alcance de las CPS desde la 
esfera ambiental y la inclusión de criterios ambientales en el marco de la actividad contractual del Estado en 
Colombia. Para contextualizar al lector, se mencionaron los casos de España, República Dominicana, México, 
Chile y Perú, con el propósito de ilustrar la existencia de regulaciones relacionadas con la sostenibilidad 
en diferentes sistemas de contratación pública. Adicionalmente, para alcanzar concretamente el objetivo 
general, se estudió el marco regulatorio actual de estas compras en Colombia, contrastando su coherencia 
con los postulados del Objetivo de Desarrollo Sostenible 12 de la Agenda 2030 como potencial vehículo para 
alcanzar su cumplimiento. 

 Adicionalmente, para alcanzar concretamente el objetivo general, se estudió el marco regulatorio 
actual de estas compras en Colombia, para posteriormente contrastar su coherencia con los postulados 
del Objetivo de DS 12 de la Agenda 2030.

El análisis del marco regulatorio evidencia que las normas existentes son adecuadas y coherentes con 
los principios del Objetivo 12. Estas disposiciones ofrecen herramientas claras y suficientes para incorporar 
cláusulas ambientales en los procesos de contratación pública, lo que facilita la transición hacia patrones 
de consumo y producción sostenibles. Se concluye que el conocimiento y la aplicación práctica de este 
marco normativo permitirían avanzar significativamente en el cumplimiento de los ODS, en particular 
del Objetivo 12, posicionando a Colombia como un país comprometido con el desarrollo sostenible. Este 
análisis también resalta la relevancia de difundir y promover el uso efectivo de estas disposiciones entre 
los actores clave de la contratación estatal.
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Concepto y alcance de las CPSA y la inclusión de criterios ambientales

Desde su origen, el concepto de DS permeado distintas esferas de la sociedad. Con el “Informe 
Brundtland” del año 1987 se advirtió que el medio ambiente no puede ser concebido en una esfera 
separada o independiente de las acciones humanas, de manera que está relacionado con el desarrollo 
como una alternativa para mejorar la vida en el entorno en el que vive el ser humano. 

De acuerdo con esta primera aproximación conceptual, para que el desarrollo pueda ser considerado 
sostenible o “duradero” se debe garantizar adecuadamente que pueda satisfacer las necesidades 
del presente, sin que limite o comprometa la capacidad que tengan las generaciones del futuro para 
satisfacer las suyas (AGNU, 1987). 

Además, el DS a nivel global exige que las personas con mayores recursos adopten estilos de vida más 
sostenibles, priorizando prácticas que respeten el medio ambiente, particularmente en el consumo 
energético. Por otro lado, un rápido aumento en la población podría incrementar la presión sobre los 
recursos naturales y frenar la mejora en la calidad de vida. Por lo tanto, solo es posible avanzar hacia un 
DS si el tamaño y el ritmo de crecimiento de la población se mantienen en equilibrio con la capacidad 
productiva cambiante del ecosistema (AGNU, 1987) 

El concepto de DS se sostiene en tres pilares esenciales: el económico, el social y el ambiental (AGNU, 
1987). En el ámbito ambiental, se destaca la necesidad de contar con recursos gestionados de forma 
responsable, ya que el deterioro ambiental resulta inevitable cuando el progreso de las naciones se 
desentiende de los impactos negativos que genera. Por ello, es imprescindible integrar la economía y la 
ecología, estableciendo políticas y normativas que no solo aseguren la protección ambiental, sino que 
también contribuyan activamente al DS (AGNU, 1987).

En otras palabras, la economía no se limita únicamente a la generación de riqueza, ni la ecología se 
centra exclusivamente en la protección de la naturaleza. Ambos campos contribuyen de manera esencial 
y complementaria al esfuerzo por mejorar las condiciones de vida de la humanidad (AGNU, 1987).

Entonces, el DS se relaciona directamente con la equidad intergeneracional, reconociendo la 
responsabilidad que tiene cada generación con la siguiente, entregando una herencia de riqueza que no 
puede ser inferior y que debe hacer uso adecuado de los recursos naturales, evitando daños ambientales 
irreversibles (Rodríguez, 1994). 

En ese marco, en el 2015 con la Resolución A/RES/70/1, la Asamblea General de las Naciones Unidas 
aprobó los 17 Objetivos de DS con sus 169 metas conexas -integradas e indivisibles- de la Agenda 2030. 

Ahora bien, el concepto de medio ambiente resulta pertinente para estudiar el alcance de esta dimensión 
del DS. Según el CAF (2021), que retoma la definición de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre 
Medio Ambiente celebrada en Estocolmo en 1972, el medio ambiente se comprende como la interacción 
sistemática de factores biológicos, sociales, culturales y físicos, capaces de generar efectos, ya sean 
directos o indirectos, a corto o largo plazo, en los seres vivos y en las actividades humanas.

Puede clasificarse de diferentes maneras: entorno biofísico, entorno sociocultural, entorno natural, 
entorno construido, entorno urbano y rural. De cualquier manera, el análisis considera tanto a la 
población humana como a sus actividades (CAF, 2021).

El pilar ambiental del DS se enfoca en la protección de los recursos naturales, como la biodiversidad, el 
suelo, el agua y los bosques, elementos esenciales que influyen en la capacidad productiva de diversos 
territorios a corto plazo (Sepúlveda, 1998). Dentro de este enfoque ambiental, surge el concepto de 
economía circular, definido como un modelo que busca conservar el valor de los materiales y productos 
el mayor tiempo posible, minimizando la generación de desechos y promoviendo su reintegración al 
sistema productivo para su reutilización (CEPAL, 2021). 

Este proceso reduce la presión en el medio ambiente, especialmente en el ciclo de vida de los productos, 
siempre y cuando se gestionen adecuadamente los residuos, se implementen procesos jerarquizados 
que incluyan reutilización, reciclado, recuperación de energía y la disposición de materiales inutilizables 
(AEMA, 2017; Lansink, 2018). 
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De acuerdo con la Fundación Ellen MacArthur, los mayores beneficios de la economía circular se 
encuentran en la reutilización, reparación, redistribución, restauración y remanufactura, con el siguiente 
modelo:

Figura 1

Fundación Ellen MacArthur: Economía Circular

Nota: Ellen MacArthur Foundation, “Diagrama sistémico” (2019).

En este contexto, las compras públicas se presentan como una herramienta clave para concretar los 
principios del Desarrollo Sostenible. Este enfoque supera la percepción equivocada de que la contratación 
pública se limita a ser un mecanismo de aprovisionamiento, reconociéndola como un medio estratégico 
para fomentar prácticas empresariales alineadas con el interés general y trascender el tradicional dilema 
entre los sectores público y privado (Rodríguez-Arana, 2013, p. 43; Rawat, 2021).

La compra pública puede entenderse como el proceso destinado a la adquisición de bienes, servicios 
e infraestructura con objetivos públicos, según lo planteado por Casier y sus colaboradores (2015). En este 
sentido, cuando se habla de Compras Públicas Sostenibles, los gobiernos priorizan adquisiciones que 
integren criterios sociales, económicos y ambientales óptimos, con el propósito de apoyar las estrategias 
nacionales de desarrollo descritas por estos autores (Fonseca, 2023; Foy Barrera, 2027).

En ese sentido, se busca optimizar el valor por dinero a lo largo del ciclo de vida del bien, servicio o 
infraestructura que se pretende adquirir, dotando así a las compras públicas de una naturaleza “estratégica”, 
la cual se obtiene, entre otras, a través de la inclusión de criterios ambientales en la adquisición de bienes, 
obras y servicios, desde el inicio del proceso de contratación hasta su ejecución y liquidación (Fernández, 
2022; Cabrera, 2016).
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El aspecto ambiental de las Compras Públicas Sostenibles puede generar impactos grandes en los 
hábitos de compra de los Estados, reduciendo su contribución al cambio climático, mejora en la calidad 
del agua, buen manejo de residuos, disminución de huella ambiental, eficiencia energética, entre otros 
(Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente, 2012; Ángel, 2014). 

En este contexto, resulta pertinente ilustrar cómo algunos países han incorporado criterios ambientales 
en sus sistemas de contratación pública a través de ejemplos representativos. Cabe precisar que la inclusión 
de estos casos tiene un carácter estrictamente enunciativo y busca proporcionar un marco de referencia 
general sobre la existencia de regulaciones en esta materia. Sin embargo, el objetivo del presente estudio 
no radica en establecer un análisis comparativo entre dichos ordenamientos jurídicos y el colombiano, sino 
en examinar de manera exclusiva el contenido del marco normativo colombiano y su coherencia con los 
postulados de Desarrollo Sostenible establecidos en el Objetivo 12 de la Agenda 2030. 

Un ejemplo de este enfoque se encuentra en España, donde la Ley de Contratos del Sector Público (LCSP) 
incorpora exigencias ambientales específicas. Esta normativa establece que las empresas licitadoras deben 
presentar certificados de gestión medioambiental como requisito de solvencia técnica, con el objetivo de 
demostrar su experiencia y compromiso con la protección del medio ambiente. 

En República Dominicana, a través de la Política de Compras Verdes (2023), entre otras, se da uso a una 
etiqueta verde en formato electrónico que permite identificar en qué procesos de contratación se han 
empleado parámetros, criterios y buenas prácticas ambientales. En ese sentido, esta etiqueta corresponde 
a una especie de “señal” para que los potenciales contratistas del Estado conozcan que en el las reglas del 
proceso de selección, han sido incorporados elementos vinculados a la sostenibilidad ambiental (Dirección 
General Contrataciones Públicas, 2023).  

	 En Chile, se han implementado sellos dentro de su catálogo electrónico de compras públicas 
(Alianza del Pacífico, s.f.). Según la Directiva 25, los requisitos ambientales pueden abarcar aspectos como 
los procesos de producción, la durabilidad de bienes o servicios, su reparación, desmontaje, reutilización, 
así como la reducción y gestión de residuos (Dirección Chile compra, 2016). Estos requisitos se refieren, 
entre otros, a, vehículos, lámparas, papel de impresión o incluso algunos productos de calefacción y que 
pueden materializarse en términos de “eficiencia energética, fabricación sustentable, uso de determinadas 
tecnologías, entre otros factores” (Alianza del Pacífico, s.f., p.12).

	 En México, la Ley de Adquisiciones Públicas define normas específicas para integrar la sostenibilidad 
en las compras gubernamentales. Por ejemplo, en el caso de productos como madera, mobiliario y otros 
suministros de oficina elaborados a partir de este recurso, se exige la certificación de su origen y manejo 
sostenible por parte de entidades autorizadas por la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales 
(Artículo 26). Igualmente, para el papel de oficina, se establece que debe incluir al menos un 50% de fibras 
recicladas, fibras naturales alternativas a la madera o materiales provenientes de fuentes forestales 
certificadas por su sostenibilidad dentro del territorio mexicano (Artículo 26).

Por último, en Perú, la Directiva Nro. 001-2019, respaldada por la Resolución Nro. 013-2019, permite otorgar 
puntuaciones adicionales en las contrataciones públicas por la incorporación de “mejoras” orientadas a 
la sostenibilidad ambiental o social. Estas mejoras incluyen características como una mayor durabilidad 
de los productos, eficiencia energética, optimización del consumo de agua, disminución de emisiones 
contaminantes, reducción de ruido, menor impacto de radiaciones y vibraciones, uso de materiales con 
baja carga ambiental, empleo de recursos sostenibles o reciclados, embalajes elaborados sin PVC o a partir 
de materiales reciclados, y la utilización de productos de origen orgánico (Alianza del Pacífico, s.f.).	

Entonces, las CPSA tienen como objetivo asegurarse que los productos o servicios adquiridos por el 
Estado sean sostenibles en mayor medida, generando el menor impacto en materia ambiental, a través 
del rediseño de políticas y procedimientos que incrementen la eficiencia del uso de recursos naturales y el 
seguimiento sobre la cadena de suministro (Casier et al, 2015), lo cual no debería, en ningún caso, afectar 
la calidad el bien o servicio. Algunos de los criterios que pueden ser tenidos en consideración en el marco 
de la adquisición de CPSA, son:
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Figura 2

Criterios ambientales en las compras públicas

Nota: elaboración de las autoras con base en “Compras Verdes y Socialmente Responsables”                                                                       
por Ferrer et al (2017).

IV.	 DISCUSIÓN

Partiendo de este marco conceptual sobre las CPSA y la inclusión de criterios ambientales, se continuará 
con el análisis del marco regulatorio sobre esta materia en Colombia, para posteriormente identificar su 
coherencia con el contenido del Objetivo de DS número 12.
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Marco regulatorio actual en Colombia, sobre compras públicas sostenibles con el medio ambiente y la 
inclusión de criterios ambientales en la contratación pública

El artículo 80 de la Constitución Política (CP) proporciona el sustento para el desarrollo sostenible en el 
país, al estipular que corresponde al Estado manejar y utilizar los recursos naturales de forma responsable, 
asegurando su sostenibilidad a largo plazo. Además, establece el deber de proteger, restaurar o reemplazar 
estos recursos cuando las circunstancias lo requieran, promoviendo un balance adecuado entre su uso y 
la preservación ambiental. Además, el Estado tiene la responsabilidad de prevenir, mitigar o controlar los 
factores que causen deterioro ambiental, imponiendo las sanciones legales correspondientes y exigiendo 
la reparación de los daños ocasionados al medio ambiente (Const. 1991, Art. 80).

Bajo el amparo del artículo 79 de la CP, se reconoce el derecho de todas las personas a disfrutar de un 
entorno saludable. En consecuencia, la legislación debe asegurar la participación activa de la comunidad 
en las decisiones que impacten dicho entorno (Const. 1991).

De hecho, en la sentencia T-325 de 2017, la Corte Constitucional desarrolla el concepto de “CP Ecológica,” 
resaltando la importancia del ambiente como un bien jurídico protegido en el marco constitucional de 
Colombia. Este reconocimiento se articula en cuatro dimensiones principales. Primero, el ambiente es 
concebido como un principio orientador del sistema jurídico, que obliga al Estado a garantizar su protección 
mediante políticas que promuevan un desarrollo sostenible y respetuoso con los recursos naturales de la 
Nación. En segundo lugar, se establece como un derecho constitucional que las personas pueden hacer 
valer a través de distintos mecanismos judiciales. Tercero, el ambiente es equiparado a otros servicios 
públicos fundamentales, como la educación, la salud y el agua potable, con el propósito de contribuir a 
la mejora de la calidad de vida de los ciudadanos. Por último, se posiciona como un objetivo esencial del 
Estado, que incluye responsabilidades relacionadas con la prevención y mitigación de daños ambientales, 
así como la implementación de medidas destinadas a preservar el entorno natural (C. Const. Sentencia 
T-325/2017, M.P. Aquiles Arrieta Gómez).

Además, la Ley 472 de 1998, que desarrolla el artículo 88 constitucional consagra como derecho e interés 
colectivo, el goce del medio ambiente sano, de conformidad con la ley y la CP (Ley 472, 1998, Art. 4), el cual 
puede ser protegido mediante acciones populares. 

El artículo 3 de la Ley 99 de 1993 describe el DS como un proceso que impulsa el progreso económico, 
mejora la calidad de vida y promueve el bienestar social, todo ello sin comprometer los recursos naturales 
renovables que lo sustentan. Este modelo se centra en prevenir el deterioro ambiental y asegurar que las 
generaciones venideras tengan la posibilidad de cubrir sus necesidades.

En ese marco, este mismo Tribunal en el 2016, con la sentencia C-259 realizando una lectura sistemática 
de la CP, identificó los cuatro deberes primordiales que asume el Estado colombiano respecto del medio 
ambiente: prevención, mitigación, indemnización o reparación y la punición (C. Const. Sentencia 259/2016, 
M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez). 

En relación con la protección del medio ambiente, la Corte resalta los artículos 80, 67 y 79 de la CP, que 
estipulan la necesidad de implementar medidas anticipadas, como políticas públicas, para prevenir daños 
al ecosistema y a los recursos naturales. Estas medidas deben estar orientadas a un uso responsable y en 
armonía con los principios del Desarrollo Sostenible. Además, se enfatiza la importancia de promover la 
educación ambiental y garantizar la participación activa de la comunidad (C. Const. Sentencia 259/2016, M.P. 
Luis Guillermo Guerrero Pérez). 

La obligación de mitigar los daños ambientales está consagrada en el inciso 2 del artículo 80 de la CP, 
complementado por el artículo 334. Este último faculta al Estado para intervenir en actividades como la 
explotación de recursos naturales, la gestión del suelo y la producción, distribución y consumo de bienes 
y servicios, tanto públicos como privados, con el objetivo de racionalizar la economía dentro de un marco 
de sostenibilidad fiscal. Esta intervención tiene como finalidad mejorar la calidad de vida de la población, 
garantizar una distribución equitativa de las oportunidades y beneficios del desarrollo, y preservar un 
ambiente saludable (Const. 1991, Art. 334). En este contexto, se incluyen herramientas como los planes de 
manejo ambiental, la emisión de licencias ambientales y otras medidas orientadas a minimizar los impactos 
negativos de proyectos o actividades específicas (C. Const. Sentencia 259/2016, M.P. Luis Guillermo Guerrero 
Pérez).
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La obligación de reparar los daños al medio ambiente encuentra su fundamento en el artículo 90 de 
la CP, el cual consagra la cláusula general de responsabilidad extracontractual del Estado. Este precepto 
establece que el Estado es responsable de los perjuicios ocasionados a derechos colectivos, entre ellos 
la protección del medio ambiente, reconociendo su deber de garantizar la restauración de estos bienes 
cuando se vean afectados.

Finalmente, el artículo 80 de la CP otorga al Estado la facultad de imponer sanciones frente a los daños 
ambientales, como parte de su ejercicio del ius punendi. Este deber de sancionar busca garantizar la 
conservación, protección, preservación y aprovechamiento sostenible del medio ambiente y los recursos 
naturales, conforme a los principios consagrados en el marco legal vigente (C. Const. Sentencia 259/2016, 
M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez).

Por su parte, la Ley 23 de 1973 reconoce al medio ambiente como un patrimonio común, integrando en su 
concepto a la atmósfera y a los recursos naturales renovables (Art. 2). Dentro de este marco, identifica como 
susceptibles de contaminación elementos fundamentales como el aire, el agua y el suelo (Art. 3). Asimismo, 
define la “contaminación” como cualquier alteración del entorno ambiental provocada por sustancias o 
formas de energía, ya sean de origen natural o humano, que en cantidades, concentraciones o niveles 
significativos puedan generar efectos adversos en la salud y el bienestar de las personas, causar daño a 
la flora y fauna, degradar la calidad ambiental o impactar negativamente los recursos pertenecientes a la 
Nación o a particulares (Art. 4).

Además, se establecen como agentes contaminantes a los elementos, combinaciones de ellos o formas 
de energía que actual o potencialmente puedan provocar alteraciones en el medio ambiente (Ley 23, 
1973, Art 5) y finalmente, radica en cabeza del Estado y de los particulares, la responsabilidad por daños 
ocasionados al hombre o a recursos naturales en detrimento del medio ambiente o por su uso inadecuado 
(Ley 23, 1973, Art 16).

En el 2010, con la Política de Producción y Consumo Sostenible, se diseñó una estrategia nacional 
específicamente orientada a promover la sostenibilidad en la adquisición de bienes y servicios, a través del 
fortalecimiento de instrumentos económicos que promuevan una producción y consumo sostenibles; uso 
de declaraciones o certificaciones ambientales; adopción de guías y especificaciones sobre características 
sostenibles de bienes, servicios y negocios; promoción de espacios comerciales de negocios sostenibles; y 
el desarrollo de una plataforma con alcance público sobre productos, servicios y proveedores sostenibles. 

Seis años después, el Plan de Acción de Compras Públicas Sostenibles 2016-2020 definió una serie de 
lineamientos clave para orientar las adquisiciones hacia la sostenibilidad ambiental. Estos lineamientos 
promueven la selección de bienes y servicios que: i) presenten un impacto ambiental mínimo durante su 
ciclo de vida; ii) reduzcan al máximo el uso de recursos no renovables; iii) contribuyan a mitigar el cambio 
climático mediante emisiones reducidas; iv) estén respaldados por certificaciones como el Sello Ambiental 
Colombiano u otras equivalentes de carácter público; v) sean producidos por empresas con sistemas de 
gestión ambiental o certificaciones que acrediten prácticas responsables; y vi) provengan de proveedores 
que demuestren un compromiso continuo con la innovación sostenible.

Dos años más tarde, en el 2018, el CONPES 3934 expidió la Política de Crecimiento Verde, que incluye 
en la Línea de Acción número 30 que reitera la importancia de utilizar el concepto de economía circular 
en el marco de la economía nacional y la necesidad de incorporarlo en el consumo del sector público, 
proponiendo actividades concretas que se debían realizar entre el año 2018 y 2022 como expedición de 
Guías y realización de capacitaciones. 

La Estrategia Nacional de Economía Circular (2019), inspirada en la definición propuesta por la Ellen 
MacArthur Foundation en 2014, presenta la economía circular como un modelo de producción y consumo 
orientado a optimizar el uso de recursos como el agua y la energía. Este enfoque prioriza la resiliencia de los 
ecosistemas, promueve la reutilización y reciclaje de materiales, y extiende la vida útil de los productos a 
través de la innovación tecnológica, la cooperación entre diversos actores y la implementación de modelos 
de negocio comprometidos con el Desarrollo Sostenible.
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En 2018, CCE, entidad encargada de regular la contratación pública en el país según el Decreto 4170 de 
2011 (Art. 2), publicó la primera edición de la Guía de Compras Públicas Sostenibles. Esta herramienta fue 
diseñada para ofrecer lineamientos claros a los actores del sistema de compras públicas, orientándolos 
en la integración de criterios ambientales dentro de los procesos contractuales. Posteriormente, el 29 de 
marzo de 2022, se lanzó una segunda versión de la guía, actualizando y fortaleciendo las directrices para 
promover una gestión contractual más sostenible y alineada con la protección del medio ambiente.

En esta última, CCE reitera el protagonismo del Estado como uno de los compradores más grandes, que 
se ve materializado en el Producto Interno Bruto no solo del país sino a nivel global, que puede estar cercano 
al 15% en contratos públicos (CCE, 2022). Además, define a las CPSA como aquellas que buscan integrar 
criterios medio ambientales en la gestión contractual -etapas de planeación y ejecución especialmente- de 
Entidades de naturaleza pública, promoviendo políticas ambientales que contribuyan al DS del país (CCE, 
2022).

De acuerdo con esta misma Guía, las consideraciones medioambientales pueden integrarse en la etapa 
precontractual: i) al momento de definir el objeto, especificaciones y particularidades del contrato, teniendo 
en cuenta los efectos ambientales del ciclo de vida de los productos o servicios que se requieran para 
satisfacer determinada necesidad; ii) en la elaboración de los estudios y documentos previos, así como en 
el análisis del sector económico y de los oferentes; iii) en la determinación de los criterios de evaluación y 
factores de calificación de las propuestas; y/o iv) en la redacción de las cláusulas contractuales que serán 
implementadas en la ejecución del negocio jurídico (CCE, 2022). 

Dentro de los beneficios de las CPSA, CCE (2022) se identifican los siguientes:

Figura 3

Beneficios de las CPSA

Nota: elaboración de las autoras con base en la la “Guía de Compras Públicas Sostenibles con el medio 
ambiente” de CCE (2022).

Ahora, se debe destacar que esta Guía ofrece seis etapas que recomienda CCE al momento de incorporar 
criterios medioambientales en procesos de contratación, los cuales se sintetizan a continuación: 



11 Compras públicas sostenibles con el medio ambiente en Colombia: 
criterios ambientales y el objetivo 12 de desarrollo sostenible 

En primer lugar, se debe identificar y evaluar la necesidad real para definir el impacto ambiental que 
tendrá el contrato, así como la viabilidad de incluir criterios de sostenibilidad en el proceso de adquisición. 
En segundo lugar, es necesario consultar el mercado, por ejemplo, a través de diálogos abiertos y formales 
con potenciales proveedores, en el marco del análisis del sector económico y de los oferentes, a la luz de los 
artículos 2.2.1.1.1.6.1. y siguientes del Decreto 1082 de 2015, que incluso permitirán determinar los requisitos 
habilitantes del proceso. Posteriormente, se recomienda proceder con un ejercicio de priorización, que 
permita la incorporación gradual y paulatina de criterios ambientales que permita que los proveedores 
conozcan y se adapten a estas nuevas exigencias (Colombia compra eficiente, 2022). 

El cuarto paso se refiere a la definición de las especificaciones técnicas y los criterios de calificación, 
conforme al artículo 5 de la Ley 1150 de 2007 y al artículo 2.2.1.1.2.2.2., el cual fue modificado por el Decreto 
142 de 2023, después de la expedición de la Guía en cuestión. Esta modificación introduce explícitamente 
la posibilidad de incluir criterios de calidad vinculados al objeto del contrato, que permitan evaluar la 
mejor relación calidad-precio y seleccionar la oferta más favorable para la entidad, incluyendo criterios 
ambientales. 

De acuerdo con el Decreto 143 de 2023, los criterios ambientales pueden incluir medidas como la 
reducción de emisiones de gases de efecto invernadero, la implementación de prácticas que optimicen 
la eficiencia energética y el empleo de energía renovable en la ejecución del contrato (Art. 4). Y, además, 
dispone que CCE adoptará instrumentos destinados específicamente a la orientación de Entidades Públicas 
a la aplicación de estos criterios sociales y ambientales. 

Continuando con la quinta etapa de la Guía de CPSA, que consiste en la estructuración de las condiciones 
del contrato, CCE recomienda que se incluyan cláusulas directamente relacionadas con el cumplimiento de 
consideraciones medioambientales en la ejecución del contrato, las cuales resultan válidas en virtud del 
principio de la autonomía de la voluntad de las partes (Colombia compra eficiente, 2022). 

Finalmente, CCE sugiere que las entidades públicas establezcan mecanismos específicos para medir y 
monitorear los avances en la implementación CPSA. Además, señala tres límites clave para la inclusión de 
criterios de sostenibilidad en este tipo de compras: i) los criterios deben estar directamente relacionados con 
el objeto del contrato, a fin de garantizar una selección objetiva; ii) las exigencias deben ser proporcionales, 
adecuadas y pertinentes en el contexto del contrato; y iii) no deben generar efectos discriminatorios ni 
contradecir los principios de igualdad y libre concurrencia (Colombia compra eficiente, 2022).

Por su parte, siguiendo el análisis propuesto por Duque (2018) acudiendo a la normativa existente en 
el ordenamiento jurídico colombiano es posible incluir estos criterios como requisitos habilitantes (RH), 
factores ponderables (FP) u obligaciones contractuales (OC). 

Por ejemplo, pueden ser incluidos como RH, aquellos relacionados con la Ley 1450 de 2011 sobre el 
impacto ambiental de ciertas actividades; con la Resolución 2246 de 2010 sobre la recolección de residuos 
de aparatos eléctricos y electrónicos; con la Resolución 2210 de 2018 sobre el Sello Ambiental Colombiano; 
o la Resolución 1561 de 2019 frente a los estudios de impacto ambiental para obtener licencias (Duque, 
2018). Con la expedición de la Ley 2232 de 2022, se prohíbe a las Entidades sometidas al régimen general 
de contratación “la suscripción de contratos para el suministro de plásticos de un solo uso o de productos 
empacados y/o envasados en ellos” (Art 13), por lo que esta deberá ser tenida en cuenta desde la etapa 
de identificación de la necesidad, y posteriormente, el cumplimiento de lo establecido en esta norma por 
parte de los potenciales proveedores, puede ser tenido en cuenta como un RH para participar. 

Como FP, también se puede tener en cuenta lo dispuesto en la Resolución 1555 de 2005 sobre el Sello 
Ambiental Colombiano que se puede adquirir voluntariamente; en la Ley 1964 de 2019 y la Ley 1972 de 
2019 sobre incentivos a quienes ofrezcan vehículos amigables con el medio ambiente (eléctricos y cero 
emisiones) o también la Resolución 2184 de 2019, respecto del uso racional de bolsas plásticas (Duque, 
2018).

Ahora bien, según Duque (2018) existen también algunas disposiciones transversales que pueden ser 
incluidas como RH, FP u OC, como por ejemplo, la Resolución 1741 de 206 del Ministerio de Ambiente y DS 
sobre la gestión de equipos y desechos que contienen bifenilos policlorados o la Resolución 2254 de 2017 
de este mismo Ministerio sobre la protección de la salud humana y del medio ambiente, a partir del cuidado 
del aire, entre otras disposiciones.
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En este contexto, resulta relevante lo señalado en la Ley 1964 de 2019, que impulsa el uso de vehículos 
eléctricos. En su artículo 8, esta normativa establece que el Gobierno nacional, los municipios de categoría 
1 y especial (con excepción de Tumaco y Buenaventura), así como los prestadores del servicio público de 
transporte, deben garantizar que al menos el 30% de los vehículos adquiridos o contratados anualmente 
para su operación sean eléctricos, ajustándose a sus necesidades específicas.

Ahora bien, partiendo de este marco regulatorio, se procederá con el análisis de su coherencia a la luz 
del contenido y postulados del ODS 12 de la Agenda 2030. 

Coherencia del marco regulatorio sobre CPSA y la inclusión de criterios ambientales en la contratación 
pública en Colombia con ODS 12

Con la Resolución A/RES/70/1 del 25 de septiembre de 2015 de la AGNU se estableció un plan de acción 
que tiene fundamento, entre otros, en las personas, el planeta en el que habitan y su prosperidad, el cual 
tuvo como resultado 17 ODS y 169 metas conexas. 

El ODS 12 busca transformar los patrones de consumo y producción hacia modelos sostenibles, 
abordando este reto desde distintos enfoques. Entre sus principales objetivos, destaca alcanzar una 
gestión responsable y eficiente de los recursos naturales antes de 2030, incentivando su aprovechamiento 
sostenible para mitigar los efectos negativos sobre el medio ambiente. Asimismo, se plantea la necesidad 
de manejar racionalmente productos químicos y desechos a lo largo de su ciclo de vida, reduciendo 
significativamente su liberación al aire, agua y suelo, en cumplimiento de los marcos internacionales, con el 
propósito de proteger tanto la salud humana como el medio ambiente.

Otro aspecto crucial es la reducción considerable de la generación de residuos mediante estrategias 
que prioricen la prevención, el reciclaje y la reutilización, fomentando así una economía más circular. Este 
compromiso también incluye incentivar a las empresas, especialmente a las grandes y transnacionales, 
a incorporar prácticas sostenibles y a reflejar estos esfuerzos en sus reportes. Dentro de este marco, se 
resalta el papel fundamental de las adquisiciones públicas sostenibles, promoviendo su implementación 
de acuerdo con las prioridades y políticas nacionales. Finalmente, el ODS 12 enfatiza la importancia de 
asegurar, para 2030, que todas las personas tengan acceso a información y conocimientos que fomenten 
estilos de vida en armonía con la naturaleza, consolidando así los principios del DS (AGNU, 2015).

Dentro de los mensajes clave de la región sobre este ODS y sus metas (CEPAL, 2019) se resalta su 
importancia especialmente en América Latina y el Caribe ya que aún no se ha logrado una armonía entre 
el crecimiento económico y el uso sostenible de los recursos, lo cual requiere necesariamente de cambios 
estructurales en los modelos de producción y consumo ya existentes. En ese sentido, se destaca la necesidad 
de abrir más espacio a las fuentes de energía renovables, especialmente el transporte, y aumentando la 
eficiencia de la producción y el funcionamiento de las ciudades (CEPAL, 2019). 

Dentro de las recomendaciones que resalta este mismo documento, se destacan i) la necesidad de 
adoptar un enfoque sistémico logrando la cooperación entre todos los participantes de la cadena de 
suministro y ii) la eliminación o reducción significativa de subsidios a combustibles fósiles y la importancia 
de las compras gubernamentales para incentivar sectores ambientalmente sostenibles (CEPAL, 2019). 

Además, se advierte que, para promover un crecimiento económico y generación de empleo respetuosos 
del medio ambiente es necesario diseñar políticas que favorezcan la inversión en bienes, servicios y 
tecnologías coherentes con ello, es decir, que cuenten con una menor huella ambiental, y encausar las 
inversiones en la dirección correcta, definiendo incentivos y marcos institucionales que permitan una 
mayor cooperación público-privada que sea sostenible (CEPAL, 2019). 

Ahora bien, en Colombia, con el CONPES 3918 de 2018 se creó la Estrategia para la Implementación de los 
ODS en Colombia con el objetivo de, entre otros, establecer un esquema de rendición de cuentas y reporte 
de los avances que tiene el país en su implementación, partiendo de una serie de indicadores nacionales. 
Esta implementación requiere de una alineación real de acciones al interior del Gobierno nacional, para 
lo cual, se propuso la designación de una entidad líder y otras acompañantes para el cumplimiento de las 
metas conexas a los ODS (CONPES, 2018b). 

La entidad líder moviliza y coordina acciones para el cumplimiento de una meta de ODS y reporta su 
avance, mientras que la acompañante se encarga de apoyar desde su misión, la materialización de las 
acciones de política pública para el cumplimiento de determinada meta (CONPES, 2018b).
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Respecto al ODS número 12 se establecen dentro de las metas trazadoras, los siguientes elementos a 
tener en cuenta: el indicador nacional corresponde a la “tasa de reciclaje y nueva utilización de recursos 
sólidos (%)” (CONPES, 2018b, p.35)., partiendo de una línea base (2015) de 8,6% y llegando a una meta 
nacional en el 2018 de 10,0% y en el 2030 del 17,9%  (CONPES, 2018b). Metas de las cuales, si bien no hay 
mención expresa relacionada con las CPSA, es factible inferir que la tasa de reciclaje y nueva utilización de 
recursos sólidos podría tratarse de una consecuencia de su implementación adecuada. 

Ahora bien, el Informe Anual de Avance de los ODS en el país, publicado en diciembre de 2022 por el 
Departamento Nacional de Planeación, revela que el país alcanzó un avance del 91,5% en el ODS número 
12 durante 2021. Entre los logros destacados, se encuentra el cumplimiento de la meta ODS 12.4, con el 
aprovechamiento y tratamiento de más de 1,6 millones de toneladas de residuos peligrosos en 2020, 
superando la meta anual de 1,08 millones. Asimismo, se logró un avance del 100% en la gestión de residuos 
de bombillas, con 5.981 toneladas procesadas, superando la meta anual de 4.658 toneladas (Departamento 
Nacional de Planeación, 2022). Sin embargo, no se reporta ninguna relación entre las CPSA y el nivel de 
cumplimiento del ODS número 12. Sin embargo, del marco normativo analizado en el acápite anterior sobre 
el funcionamiento de las CPSA es posible advertir que existe armonía y relación con el contenido del ODS 
objeto de estudio, puesto que su materialización al interior del Sistema de Compras Públicas colombiano, 
podría tener un impacto en el nivel de cumplimiento del mismo:

Figura 4

Coherencia entre el marco regulatorio de las CPSA en Colombia y el ODS 12

Nota: elaboración propia de las autoras.
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La tabla en comento evidencia la relación o coherencia, al menos teórica, de los postulados del ODS 12 
con la regulación vigente en Colombia sobre las CPSA. Si bien su implementación continúa en proceso y los 
retos se mantienen, la incorporación de criterios medio ambientales en las compras que realice el Estado 
puede convertirse en un instrumento definitivo que contribuya a la promoción y garantía de modelos de 
producción y consumo respetuosos con el medio ambiente. 

V.	 CONCLUSIÓN

Las implicaciones prácticas del análisis realizado se centran en la capacidad de las cláusulas ambientales 
para posicionarse como un vehículo clave hacia el cumplimiento de ODS, especialmente el Objetivo 12, que 
promueve patrones de consumo y producción sostenibles. Estas cláusulas, incorporadas adecuadamente en 
la contratación pública, no solo alinean las acciones estatales con los principios de la Agenda 2030, sino que 
también potencian la transición hacia una economía más respetuosa con el medio ambiente y socialmente 
responsable. Al utilizar el marco normativo vigente como base, el Estado colombiano puede aprovechar 
estas disposiciones para generar un impacto directo en sus prácticas de contratación, reduciendo la huella 
ambiental y fomentando un modelo de desarrollo más equilibrado y sostenible.

Asimismo, el cumplimiento efectivo de este objetivo través de la contratación pública sostenible tiene un 
alcance transformador que trasciende la mera gestión administrativa. Al establecer patrones de consumo 
y producción responsables, estas cláusulas impulsan la creación de mercados sostenibles y fortalecen la 
capacidad institucional para gestionar recursos de manera eficiente. De esta forma, no solo se garantiza 
el progreso hacia los ODS en el corto plazo, sino que también se crea una base sólida para que Colombia 
consolide un sistema de compras públicas orientado al desarrollo sostenible, que inspire a otros países y 
contribuya significativamente a los compromisos globales en materia de sostenibilidad.

Actualmente, las CPSA siguen siendo poco comunes en la práctica cotidiana de muchas entidades 
públicas en Colombia y, en muchos casos, también desconocidas o poco implementadas por los proveedores 
encargados de satisfacer las necesidades del Estado. Esta falta de integración evidencia la necesidad de 
fortalecer las estrategias de sensibilización y capacitación, no solo para los funcionarios públicos que 
diseñan y ejecutan los procesos de contratación, sino también para los actores del sector privado, quienes 
desempeñan un papel clave en la cadena de suministro sostenible.

A pesar de este panorama, los avances normativos alcanzados en los últimos años han sentado bases 
importantes para promover la sostenibilidad en las compras públicas. Diversas regulaciones han sido 
clave para incorporar de manera progresiva criterios que priorizan el respeto por el medio ambiente y la 
sostenibilidad social y económica. Estas medidas han establecido un marco legal sólido, que no solo define 
objetivos claros, sino que también proporciona herramientas prácticas para garantizar su implementación.

El impacto de estas normativas va más allá de la simple inclusión de criterios sostenibles en los procesos 
de contratación; estas buscan transformar estructuralmente la manera en que el Estado adquiere bienes y 
servicios, integrando principios de eficiencia, responsabilidad ambiental y equidad social. Sin embargo, la 
transición hacia un modelo más sostenible enfrenta retos importantes, como la falta de capacidad técnica 
en algunas entidades públicas, la resistencia al cambio por parte de ciertos sectores del mercado y las 
limitaciones presupuestarias que pueden obstaculizar la adopción de prácticas sostenibles.

En este sentido, la consolidación de las CPSA requiere un enfoque estratégico que combine la 
implementación normativa con acciones concretas de educación, monitoreo y seguimiento, así como 
incentivos para los proveedores que se alineen con estos principios. Solo mediante un esfuerzo coordinado 
será posible que las compras públicas en Colombia evolucionen hacia un modelo verdaderamente 
sostenible, que no solo responda a las necesidades actuales, sino que también garantice la protección de 
los recursos y el bienestar de las generaciones futuras.

En ese sentido, se concluye que las CPSA pueden convertirse en un instrumento ideal para garantizar 
y promover modalidades de consumo y producción sostenibles que den cumplimiento al Objetivo 12 de la 
Agenda 2030. No obstante, es importante reconocer que la incorporación de estas prácticas no se limitará 
al año en que “finalice” esta Agenda, sino que representa un proceso continuo y evolutivo. La aplicación 
eficiente de las CPSA impulsará el desarrollo progresivo de un Sistema de Compras Públicas renovado, 
comprometido con la protección del medio ambiente y con la garantía de que las generaciones futuras 
puedan cubrir sus necesidades sin limitaciones.
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Es esencial que el Estado continúe fortaleciendo las capacidades institucionales, promoviendo la 
innovación en las prácticas de compras y fomentando la colaboración entre el sector público y privado para 
alcanzar estos objetivos. Solo a través de un esfuerzo colectivo y sostenido se podrá lograr una verdadera 
transformación hacia un modelo de DS en el ámbito de las compras públicas. 

La integración de la innovación y la tecnología en este tipo de compras públicas puede acelerar 
significativamente su adopción y eficacia, debido a que con estas es posible optimizar los procesos de 
selección y evaluación de proveedores, garantizando que se cumplan los criterios de sostenibilidad. 
Asimismo, el uso de plataformas digitales destinadas a la evaluación especifica de criterios ambientales, 
para la gestión de compras puede mejorar la transparencia, eficiencia y trazabilidad de las adquisiciones, 
facilitando el monitoreo y la evaluación del impacto ambiental y social de las decisiones de compra. La 
adopción de estas tecnologías debe ir acompañada de políticas claras y un marco regulatorio que promueva 
la innovación y asegure el uso ético y responsable de los datos.

Aunque el análisis realizado proporciona una base sólida para comprender la relevancia de las cláusulas 
ambientales en la contratación pública, este se limita al estudio del marco normativo vigente, sin incorporar 
datos empíricos sobre su implementación práctica. Esta restricción podría abordarse en investigaciones 
futuras, complementando el análisis normativo con estudios de caso o evaluación de resultados específicos. 
Además, sería valioso explorar con mayor detalle cómo otros factores externos, como el financiamiento y 
las capacidades institucionales, influyen en la adopción efectiva de estas disposiciones.
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